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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO  

 

 

 

 

 

 

“Al servicio de la just icia y de la paz social”  

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN  
SALA TERCERA DE DECISIÓN CIVIL  

 
Medellín,  seis (6) de marzo de dos mil veinti trés (2023) 

-Discut ida y aprobada en sesión vi rtual de la fecha - 
 
 

PROCESO VERBAL RCC 
DEMANDANTE S CLAUDIA PATRICIA CANO GRANADOS y  JAIME 

HERNANDO DUQUE LÓPEZ  
DEMANDADO S  ÁLVARO JUL IÁN AGUINAGA QUIRÓS y  MAXIBIENES 

S.A.S .  
PROCEDENCIA  
 
RADICADO  
 
PROVIDENCIA  

JUZGADO SEGUNDO CIV IL  DEL CIRCUITO DE  ITAGÚÍ   
05360 31 03  002  2020  00157  01  
INTERNO: 2022-179  
SENTENCIA Nº  019  

TEMAS Y SUBTEMAS  INCUMPLIMIENTO CONTRATO ARRENDAMIENTO.  
DERECHO DE RENOVACIÓN DEL  CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO DE LOCAL COMERCIAL.  
INDEMNIZACIÓN POR INCUMPLIMIENTO DE LA 
CAUSAL ADUCIDA EN EL DESAHUCIO  

DECISIÓN REVOCA-NIEGA PRETENSIONES  
MAGISTRADA 
PONENTE 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO  

  

 

Cumplido el término de t raslado para sustentar y pr esentar alegaciones,  

procede el Tribunal,  en apl icación de la Ley 2213 de 2022 que acogió como 

legislación permanente el Decreto 806 de 2020, a profer ir  sentencia por 

escri to, que resuelve la instancia, en aten ción al recurso presentado por la 

parte demandante y por las señoras JENNY FRANIZ ROBLEDO CARTAGENA 

y NATHALIA AGUINAGA ROBLEDO en su condición actual de codemandadas 

como sucesoras procesales, dada la cal idad de cónyuge e hi ja,  

respect ivamente, del  demandado ÁLVARO JULIÁN AGUINAGA QUIRÓS, en 

contra de la sentencia proferida el 30 de agosto de 2022 por el  JUZGADO 

SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUTO DE ITAGUI dentro del  proceso de la 

referencia.  
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I .  ANTECEDENTES 

 

1. PRETENSIONES  

La parte actora pretende que a t ravés del presente proceso se hagan las 

siguientes declaraciones y condenas ,  conforme la demanda (carpe ta  

01Pr imera Ins tanc ia /a rch ivo  02Demanda Ja ime  Duque -Á lvaro  Agu inaga ):   

 

( i ) SE DECLARE que entre las partes se celebró un contrato de 

arrendamiento respecto del local comercial  No 120 ubicado en el Bulevar 

Comercial  Suramérica en la carrera 52 D No 75AAsur 280 del  Municipio de 

I tagüí.  

 

( i i ) SE DECLARE que el señor ÁLVARO JULIÁN AGUINAGA QUIRÓS y 

MAXIBIENES S.A.S.  desahuciaron a los demandantes ci tando como causal  

para impedir la renovación automática del contrato de arrendami ento el 

numeral  segundo del art ículo 518 del Código de Comercio, es deci r,  la 

necesidad del local  por parte del propietario para un establecimiento de 

comercio sustancialmente diferente a l a que tuviere el arrendatario.   

 

( i i i ) SE DECLARE que el señor ÁLVARO JULIÁN AGUINAGA QUIRÓS 

arrendó al grupo de farmacias CRUZ VERDE el  local  comercial  objeto de 

controversia.   

 

( iv) SE DECLARE que los demandados incumplieron de manera grave y 

sustancial el  contrato de arrendamiento al darle un dest ino dist into al 

aducido en la carta de desahucio, abusando de sus derechos y vulnerando 

su deber de buena fe contractual en perjuicio de los demandantes.   

 

(v) SE CONDENE a los demandados de forma sol idaria al  pago de una 

indemnización equivalente al  lucro cesante sufrido por  los demandantes y los 

gastos indispensables para la adecuación de su nueva instalación, por valor 

de $159’677.201.  

 

(vi ) Que el valor de la indemnización correspondiente a la condena sea 

debidamente indexada.   
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(vi i ) SE CONDENE a los demandados a las costas del proceso a las 

agencias en derecho.  

 

2. FUNDAMENTOS FÁCTICOS DE LAS PRETENSIONES  

Se narra en la demanda, que el día 23 de jul io de 2013 la señora CLAUDIA 

PATRICIA CANO GRANADOS celebró contrato de arrendamiento con la 

sociedad MAXIBIENES S.A.S. (antes Arrendamientos Antioquia C y C Ltda.) 

respecto del local comercial  No. 120 ubicado en el Bulev ar Comercial  

Suramérica, en la Carrera 52 D No 75 AA S ur 280 de I tagüí,  inmueble 

ident i f icado con f icha catastral  N° 012595367 y Matrícula Inmobil iaria N° 

965917 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públ icos de Medel l ín Zona 

Sur, inmueble de propiedad del señor ÁLVARO JULIÁN AGUINAGA QUIRÓS, 

contrato en el que actuaron como coarrendatarios en cal idad de deudores 

sol idarios JUAN SEBASTIAN DUQUE CANO  (hi jo de la arrendataria)  y 

MARÍA CRISTINA CANO DE GUZMÁN (hermana de la arrendataria),  

estableciéndose como dest inación exclusiva una academia de arte, música, 

danza y teatro,  habiendo regist rado el cónyuge de la demandante señor  

JAIME HERNANDO DUQUE LÓPEZ, en la Cámara de Comercio Aburrá Sur ,  

el  23 de agosto de 2013 el establecimiento de comercio denominado GAITA 

ACADEMIA con número de matrícula 165250 .  

 

Señala que el término inicial  del contrato de arrendamiento fue de seis (6) 

meses, el  cual se prorrogaría  por el  mismo término si  ninguna de las partes 

manifestaba la intención de darlo por terminado.  Vencido el segundo año de 

contrato, a part i r del 14 de jul io de 2015, las partes pactaron que las 

prórrogas quedarían regidas por el  C ódigo de Comercio  y,  el  31 de enero de 

2019, recibieron los arrendatarios una carta de MAXIBIENES S.A.S.  en la 

que se informaba la decisión del propietario del local relat iva a la entrega 

del inmueble conforme a un desahucio, dando por terminado el  contrato de 

arrendamiento, ci tando como causal,  para impedir la renovación automática 

del contrato, la establecida en el numeral 2 del art ículo  518 del Código de 

Comercio, esto es,  la necesidad del  loca l por parte del propietario para un 

establecimiento de comercio sustancialmente diferente al del arrendatario.  
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Cuenta que como consecuencia del desahucio, tuvieron que  buscar otro 

local,  suscribiendo contrato de arrendamiento el 15 de marzo de 2019 sobre 

el local No 109 de l Mal l  Plaza 77, ubicado en la Cal le 77 Sur No 50 A-183 

del Municipio de La Estrel la, con un canon de arrendamiento de $2’700.000 ,  

local  que fue entregado en obra negra y los demandantes necesitaron de t res 

(3) meses y medio para hacer las reformas y t rasladar su establecimiento, lo 

que impl icó que duran te los meses de mayo, junio y jul io de 2019 tuvieran 

que pagar simultáneamente los dos c ánones de arriendo,  entregando el local 

objeto de este proceso el 31 de jul io de 2019.  

 

Relata que el 21 de octubre de 2019 recibieron una carta del señor ÁLVARO 

AGUINAGA en la que af i rmaba que el  banco le negó un préstamo y 

otorgándoles preferencia en el arrendamiento del local,  derecho que el 

Código de Comercio solo prevé para la causal tercera del art ículo  518 

ibídem.  Indica que el propietario no le dio el dest ino aducido en la cart a de 

desahucio,  ya que arrendó el local al  grupo de farmacias CRUZ VERDE, 

incurriendo en la causal de indemnización consagrada en el art ículo 522 del 

plur imencionado estatuto comercial ,  aduciendo que la terminación i legal  del 

contrato les generó daños y pe rjuicios, daño emergente y lucro cesante, por 

el  t raslado de su establecimiento de comercio GAITA ACADEMIA, que 

ascienden a $159’677.201, suma sobre la cual han t ratado de negociar y por 

el lo enviaron carta el 2 de marzo de 2020, sin obtener respuesta del señor 

AGUINAGA, y MAXIBIENES responde que la decisión de terminación fue del  

propietario.    

 

Cuenta que convocó a audiencia de conci l iación extrajudicial ,  para el 6 de 

jul io de 2020,  sin lograr acuerdo .   Finalmente hace el  juramento  est imatorio 

con base en el art ículo  206 del Código General del Proceso, discriminando 

los valores señalados en las pretensiones.  

 

3. POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA 

Admit ida la demanda con auto de diciembre 14 de 2020 (a rch i vo  21  Admi te  

demanda)  y not i f icados los demandados procedieron a responder la demanda 

como se compendia a cont inuación:  
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MAXIBIENES S.A.S.  contesta (arch ivo  26Con testa  demanda max ib ienes)  diciendo 

que algunos hechos son ciertos,  otros lo son parcialmente,  algunos no le 

constan y deben ser probados.  

 

Aclara que la vigencia del contrato  era por seis (6) meses, según la cláusula 

sépt ima, y empezó a contarse desde el 01 de agosto de 2013,  pacto privado 

entrelazado que no menciona f icha catastral  ni  matrícula inmobil iaria,  

consint iendo que las personas que se reseñan son deudores sol idarios 

indist intamente del vínculo con la otrora inqui l ina.  Acepta que el espacio 

arrendado era para academia de arte, música, danza y teatro , sin embargo,  

la formación del establecimiento de comercio tuvo  como descripción de la 

act ividad económica enseñanza cultural  creación musical,  act ividades de 

espectáculos musicales en vivo,  comercio por menor de prendas de vest i r  y 

sus accesorios (incluye art ículos de piel ) en establecimientos 

especial izados, act iv idades que si  bien son af ines no se equiparan, máxime 

que quien f iguraba como ocupante del local era la señora CLAUDIA 

PATRICIA CANO GRANADOS, persona natural a t í tulo personal e individual,  

no GAITA ACADEMIA como establecimiento de comercio ,  propiedad de 

JAIME HERNANDO DUQUE LÓPEZ, con quienes la inmobil iaria nunca 

contrató, por lo tanto,  las obl igaciones derivadas del  contrato de 

arrendamiento no vinculan al señor DUQUE LÓPEZ , por más que fuese el 

cónyuge de la arrendataria, menos aún,  cuando no exist ió mutación alguna 

respecto del  signante del contrato,  para proceder a radicar en persona 

dist inta los compromisos y obl igaciones derivados del mismo.  

 

Admite que las prórrogas inicialmente eran por seis  (6) meses, iniciando la 

vigencia del contrato el  01  de agosto de 2013 y no la fecha que dice en la 

demanda y, vencido el segundo año de vigencia las prórrogas quedarían 

regidas por las normas del  Código de Comercio,  como se estableci ó en la 

cláusula octava del contrato.    

 

Expl ica que la razón para dar por  terminado el  contrato con la arrendataria  

CLAUDIA  PATRICIA CANO GRANADOS, fue la necesid ad única y 

eminentemente del propietario, quien requirió del  bien para su propio 

designio y vocación, según art ículo 518 numeral 2 del Código de Comercio y, 
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con misiva del  28 de enero de 2019 el  señor ÁLVARO JULIAN comunica a 

MAXIBIENES en su condición de propietar io del inmueble, la intención de dar 

por terminado el contrato vigente, exponiendo como razones la real ización 

de reformas y adecuaciones de redes de gas, ac ueducto y alcantari l lado y 

cambio de la act ividad actual a restaurante , decisión que se comunicó el 30 

de enero de 2019,  advir t iendo que se suscribe por  la arrendadora, pero sin 

responsabi l idad alguna de su parte , habiendo veri f icado,  según concepto del 

uso del suelo, que al l í  si  estaba permit ida la act ividad de restaurante .  

 

Sobre el pago simultáneo de rentas mensuales a ambos arrendadores no le 

consta y no t iene soporte alguno,  sin embargo,  pone de presente  que la 

relación contractua l  entre SOHINCO CONSTRUCTORA S.A.S. como 

arrendadora y el  señor JAIME HERNANDO DUQUE LÓPEZ como 

arrendatario, con fecha de iniciación 15 de marzo de 2019, no tuvo vigencia 

desde ese mismo momento,  aunado a que la formalización de esta relación 

se dio con antelación al vencimiento del  contrato, que se cumplía el 31 de 

jul io de 2019, ant icipación, cuyas consecuencias no le pueden ser 

endi lgadas como anterior arrendadora, lo que permite af i rmar la fal ta de 

legit imación en la causa por pasiva  al ser una simple intermediadora.   

Advierte, ref i r iéndose al hecho octavo, que , para la fecha de emisión del  

comunicado,  el  local  ya se encontraba real y materialmente deshabitado y 

desocupado, lo que supone inexistencia de l igadura comercial ,  pues la 

entrega del b ien para el 31 de jul io de 2019 f iniquita el  contrato de 

arrendamiento y el  mandato, entonces la declaración indicada , del  21 de 

octubre de 2019, la hizo el  propietar io del inmueble sin intervención de la 

inmobil iar ia.  

 

Se opone a las pretensiones y propone excepciones de mérito:  1.   

ILEGITIMIDAD POR PASIVA (LLAMAMIENTO INDEBIDO EN DISFAVOR DE 

MAXIBIENES S.A.S. ).   2.  FALTA DE LEGITIMIDAD EN LA CAUSA 

(INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN A CARGO DE L A INMOBILIARIA COMO 

CONVOCADA).   3.  PETICIÓN EXTRAPETITA (ACCIÓN PROMOVIDA 

ILEGITIMAMENTE POR INEXISTENCIA DE DERECHO SUSTANCIAL 

PREVIAMENTE RECONOCIDO PARA SU EJERCICIO).  4.  ILEGITIMIDAD 

POR ACTIVA (FALTA DE CONEXIDAD EN LA RELACIÓN FINIQUITADA Y LA 
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NUEVA A REALIZAR).  5.  RESQUEBRAJAMIENTO DEL NEXO CAUSAL 

(ROMPIMIENTO DE LA ESTRUCTURA FUNDAMENTAL RESPECTO DE LA 

INTERMEDIACIÓN COMERCIAL) .  6.  CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES 

(LEALTAD CONTRACTUAL).  7.  RECLAMACIÓN VEDADA (OBLIGACIÓN NO 

VINCULANTE EN CONTRA DE MAXIBIENES S.A.S.)  8.  FALTA DE 

ACREDITACIÓN DE INFORME TÉCNICO PARA RESPALDAR LOS DAÑOS 

ACONTECIDOS Y LOS VALORES A SATISFACER (NO REFRENDACIÓN 

EXPEDITIVA). ARTÍCULO 522 DEL CÓDIGO DE COMERCIO.   9.  

ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA (CUANTIFICACIÓN INESTIMADA, DESDE 

EL PUNTO DE VISTA ESTRICTAMENTE JURÍDICO, CONCERNIENTE CON 

LO PETICIONADO).  10.  PRINCIPIO “NEMO AUDITUR PROPIAM 

TURPITUDINEM ALLEGANS” (PROHIBICIÓN GENERAL DE ABUSAR DEL 

DERECHO PROPIO COMO FORMA DE ACCEDER A VENTAJAS INDEBID AS 

E INCLUSO INMERECIDAS DENTRO DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO/ 

PRINCIPIO “NEMO AUDITUR PROPIAM TURPITUDINEM ALLEGANS” – 

NADIE PUEDE ALEGAR A SU FAVOR SU PROPIA CULPA).   

 

Finalmente objeta el  juramento est imator io, pues debe ajustarse a lo que 

verdaderamente se podría probar en el proceso  y no se acredi tan las valías 

a sat isfacer cumpliendo los art ículos 522 del Código de Comercio y 227 del 

Código General del Proceso.  

 

Con relación al demandado ÁLVARO JULIAN AGUINAGA QUIROS ,  con auto 

del 29 de junio de 2021, al  conocerse su fal lecimiento ocurrido el 23 de 

febrero de 2021, que fue acreditado en debida forma, se dispuso la 

interrupción del proceso y  se efectuara la ci tación conforme el art ículo  160 

del Código General del Proceso.  

 

Es así como comparecieron al proceso JENNY FRANIZ ROBLEDO 

CARTAGENA (viuda) y NATHALIA AGUINAGA ROBLEDO (hi ja) quienes 

contestaron la demanda ( a rch i vo56Contes tac ión  demanda)  admit iendo que entre 

CLAUDIA PATRICIA CANO GRANADOS y MAXIBIENES S.A.S. se celebró 

contrato de arrendamiento del local comercial  mencionado, dest inado a una 

academia de arte, música,  danza y teatro,  establecimiento regist rado en 

Cámara y Comercio por el  señor JAIME HERNANDO DUQUE LÓPEZ el  23 de 
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agosto de 2013 con el nombre GAITA ACADEMIA , arrendamiento con una 

duración inicial  de seis (6) meses, prorrogable por termino igual,  pero 

vencido el segundo año del  contrato, el  14 de jul io de 2015,  las prórrogas se 

regi rían por las disposiciones del Código de Comercio.  

 

Aseveran que los demandantes recibieron un desahucio, no una carta,  

haciendo uso de ese derecho, para informar a la arrendataria que el contrato 

de arrendamiento se acabó, actuando de buena fe, pues dest inaron el 

inmueble para un restaurante de sushi,  real izando acciones para 

consol idarlo, como el  inicio de adecuaciones con los planos, diseño, uso del  

suelo, cot izaciones instalaciones eléctricas y de gas, alqui ler de maquinaria,  

compra de materiales para construcción, pago de construcción, contrat istas ; 

pero, por inconvenientes monetarios no se logró el objet ivo,  ante el lo le 

of recieron nuevamente el  local  al  señor JAIME DUQUE, pero este ya tenía la 

intención de demandar como lo advi rt ió en conversaciones con la señora 

JENNY ROBLEDO. 

 

Señalan que,  dado el  desahucio en forma legal,  como lo establece el art ículo  

2009 del Código Civi l ,  el  arrendatario se ve en la obl igación de buscar otro 

local,  así suscribieron otro contrato de arrendamiento el 15 de marzo de 

2019, y tuvieron que pagar los cánones de mayo, junio y jul io,  pero es que el 

desahucio no los priva del  pago de las obl igaciones contraídas con el 

anterior arrendador, entregando el inmueble el 31 de jul io de 2019.  

 

Aceptan que el 21 de octubre de 2019 los demandantes reciben una carta del 

señor AGUINAGA propietario del local,  af i rmando que BANCOLOMBIA le 

negó el préstamo para cont inuar con la adaptación para el restaurante , por 

lo que les ofrece el  derecho de preferencia que prevé el art ículo  521 del  

Código de Comercio para la causal tercera del art ículo  518 ibídem, pero no 

dieron respuesta.  

 

Señala que la terminación del contrato no generó daños a los demandantes 

pues estos siguieron con sus act ividades c omerciales conforme el contrato  y 

mientras hacían las adecuaciones en el nuevo local la academia no dejó de 

funcionar, generando ingresos y div idendos.  Los arreglos locat ivos del 
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nuevo local en La Estrel la no pueden ser responsabi l idad del señor 

AGUINAGA, en el  entendido que estas adecuaciones las real iza el 

arrendatario o locatario quien adquiere el derecho de uso, adecuar y 

modif icar a su gusto el bien para su benef icio, autorizado por el  arrendador o  

banco.  

 

Las convocadas se oponen a las pretensiones y en su defensa propo nen 

excepciones de mérito:  1.  FALTA EN LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA pues el  

propietario señor AGUINAGA si  dio otro dest ino al  inmueble, inic ió obras 

para el restaurante.  2. INEXISTENCIA DE HECHO DAÑOSO, no se cumple 

con los presupuestos establecidos en los art ículos  1613 y 1614 del Código 

Civi l ,  nunca hubo incumpl imientos  y durante el t iempo que duró la 

adecuación del nuevo local la academia siguió funcionando con total 

garantía y normalidad.  El desahucio se informó de manera legal y se dio 

inicio a las obras dentro de los t res (3) meses siguientes a la fecha de 

entrega del  bien, en agosto de 2019, por ot ra parte , la arrendataria no se 

opuso al desahucio.  3.  FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO, el demandado 

real izó las mejoras locat ivas, pero el presupuesto no alcanzó y estaban 

contando con un préstamo que le fue negado  por BANCOLOMBIA.  4.  

TASACIÓN EXCESIVA DE PERJUICIOS.  5.  INEXISTENCIA DE LOS DAÑOS 

Y PERJUICIOS RECLAMADOS.  

 

Finalmente objeta el juramento est imatorio.  

 

LLAMAMIENTO EN GARANTIA 

MAXIBIENES S.A.S.  l lama al señor ÁLVARO JULIÁN AGUINAGA QUIRÓS 

(a rch ivo  29 l l amamiento  en garant ía )  aludiendo a los términos en que contestó la 

demanda, y por cuanto debe ser él ,  quien asuma su compromiso,  pues 

MAXIBIENES no tuvo injerencia en la no efect ividad de la consumación del  

desahucio por ci rcunstancias ajenas a la arrendadora.   Con este l lamado 

pretende que en caso de condena se exi ja al  señor AGUINAGA QUIRÓS 

desembolsar la indemnización del perjuic io que l legare a sufri r MAXIBIENES 

S.A.S. o el reembolso total o parcial  del pago que esta tuviere que hacer 

como resultado de la sentencia.   Este l lamamiento fue inadmit ido ( a rch ivo  60 )  

para que se adecuara ante el  fal lecimiento del l lamado y demandado, 
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cumplido el lo, el  juzgado admit ió el  l lamamiento y se convocó a JENNY 

FRANIZ ROBLEDO CARTAGENA (viuda) y NATHALIA AGUINAGA 

ROBLEDO (hi ja) (a rch ivo  63)  quienes contestaron ( a rch i vo  68) .  

Con relación a los hechos del l lamamiento , las convocadas relatan la 

celebración del contrato de arrendamiento entre la señora CLAUDIA 

PATRICIA y MAXIBIENES S.A.S. sobre el inmueble referido,  af i rmando que 

la inmobil iar ia s i  tuvo injerencia en la gest ión de la sol ici tud y desahucio del 

inmueble,  pues se hizo con su aval,  oponiéndose al l lamado , y proponiendo 

excepción de mérito FALTA EN LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA.  

 

4.  ACTUACIÓN PROCESAL  

Integrada la relación jurídico -procesal ,  se convoca a la audiencia in icial  que 

regula el  art ículo 372 del Código General  del  Proceso para el 26 de abri l  de 

2022, en el la se agota la etapa conci l iator ia, los interrogatorios de parte, se 

f i ja el  l i t igio, se hace el control de legal idad, se d ecretan las pruebas 

sol ici tadas y se f i ja fecha para audiencia de instrucción y juzgamiento para 

el  día 05 de jul io de 2022, que fue aplazada para el 30 de agosto de 2022, 

sesión en la que se pract icaron las pruebas, se recibieron test imonios, 

exhibición de documentos, se presentaron las alegaciones f inales y se 

pronuncia la sentencia que accede parcialmente a las pretensiones.  

 

5.  SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

Agotado el trámite del proceso,  y para resolver el  asunto puesto a 

consideración de la jurisdi cción, se prof iere el fal lo (a rch i vo  82Grabac ión3apar te) ,  

iniciando con una síntesis de la demanda, plantea el problema jurídico , 

señala el marco normativo (art ículos 518 y 522 del  Código de Comercio), 

alude a la regulación de los perjuicios , prosigue señalando nuevamente los 

hechos de la demanda, ref iere las pruebas aportadas por los actores , 

relacionadas en el  acápite de pruebas  en la demanda,  a la respuesta de la 

parte demandada en especial a la af i rmación que hacen en cuanto que se dio 

inicio a los t rabajos para instalar el  restaurante  cumpliendo el art ículo 522 

del estatuto comercial  pero no se pudo terminar por fal ta de l iquidez, y por 

el lo se les informó a los demandantes ofreciendo el derecho de preferencia, 

como lo di jo también en e l interrogatorio la señora JENNY.  Cita el 

test imonio de l señor CALLEJAS URIBE contratado para el diseño del  
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restaurante que se hizo en marzo de 2019 y el  desahucio fue en enero de 

2019.  Dice que no hay prueba que el señor AGUINAGA haya echo esfuerzo 

por instalar el  restaurante.  Lo cierto es que el restaurante n o se instaló,  

pero si  se arrendó para una farmacia, debió preverse los gastos de 

adecuación del restaurante  y la negativa del préstamo antes de hacer el  

desahucio, así como el costo de la obra,  el  cual  se entregó luego del  

desahucio.  

 

Se ocupa luego de la responsabi l idad de MAXIBIENES , indicando que solo 

administraba el bien,  era un intermediario y poster iormente a la entrega del 

bien no obtuvo lucro alguno, de ahí que no hay legit imación por pasiva , ni 

sol idaridad.  

 

Sobre la indemnización reclamada por la parte actora, advierte que en 

relación con el lucro cesante no hay prueba de su causación, respecto de la 

adecuación del nuevo local,  estas mejoras benefician al dueño del local 

como obras necesarias, pero no se prueba que hubiesen afectado a los 

demandantes,   pero si  aparece prueba del daño emergente por el  pago de 

media cuota de administ ración del  mes de marzo de 2019 y de abri l  a jul io de 

2019 a la P.H. PLAZA 77 MALL, toda vez que arrendaron este bien antes de 

entregar el  local 120, se pagó arrendamiento por los meses de mayo a jul io,  

lo que no debían haber soportado.   Además , t iene en cuenta dos facturas por 

gastos real izados por la parte actora  y el  pago por el  t raslado del  ai re 

acondicionado.  

 

Se pronuncia sobre las excepciones planteadas, indicando que se ha 

probado el incumplimiento por parte del propietario y por el lo procede la 

indemnización, probando el daño, para el caso no se probó el caso fortu i to o 

fuerza mayor, pues el hecho de no contar con el dinero suf iciente para la 

adecuación del local  es una ci rcunstancia previsible para el  momento del 

desahucio y la demandada no prueba que lo hubiese previsto.  

 

Concluye accediendo parcialmente a las pretensiones, declarando a las 

señoras JENNY y NATALIA como responsables por los daños sufridos por los 

demandantes y las condena a pagar DAÑO EMERGENTE, negando el lucro 
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cesante y los gastos por la adecuaci ón del nuevo local,  f inalmente condena 

en costas.  

 

6.  ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN  

La decisión fue recurrida por el  apoderado de la parte demandante ,  quien 

en la audiencia y por escri to ( a rch i vo  85)  expuso sus reparos, que fueron 

sustentados en esta instancia (a r ch ivo  05) :   Apela por los daños y perjuicios 

ocasionados NO reconocidos como daño emergente ,  atacando el ordinal 

cuarto de la sentencia recurrida:  1.  No se tuvo en cuenta las pruebas 

documentales y los interrogatorios de JUAN PABLO y CARLOS ALBERTO 

DUQUE; 2.  No se valoró que los demandados  tenían solvencia f inanciera;  3.  

La sentencia confunde el alcance de la indemnización del art ículo 522 del 

Código de Comercio, sobre los gastos indispensab les para la nueva 

instalación, porque la enumeración que t rae el art ículo no es taxat iva, siendo 

necesario acreditar el  daño y el  nexo entre éste y el  incumplimiento del 

arrendador.  El juez niega este perjuicio por que no se acreditó , pero 

confunde el concepto de daño, ante el incumplimiento del propietario, los 

demandantes se vieron en la obl igación de arrendar otro local  y trasladar el  

establecimiento de comercio,  debiendo adecuar dicho local ,  obras pagadas 

por los demandantes según facturas No 42 de EAZ, 443 de EAZ, cuenta de 

cobro 3114 de EAZ, contrato de obra eléctrica de junio 20 de 2019, contr ato 

por administ ración de di rección e interventoría de obra del ingeniero 

CARLOS DUQUE, sin que sea necesario est imación por peri tos  como lo 

señala el art ículo 522 del Código de Comercio, a la luz de los art ículos  165, 

176 y 206 del Código General del Proceso, éste últ imo que regula el  

juramento est imatorio, por el lo la disposición probatoria de la norma 

comercial  debe considerase derogada .  El juez no motivó su negativa, solo 

di jo que esas obras benefician al  propietario, pero no se probó la afectación 

de los demandantes, el  Código de Comercio no regula sobre las obras 

real izadas por los arrendatar ios, por el lo se debe acudir al  Código Civi l ,  

art ículo 1993 que regula el reembolso por parte del  arrendador al 

arrendatario de las mejoras necesarias que no sean repa raciones locat ivas.   

Aduce que el beneficiar io de estas mejoras necesarias no es el propietario 

del nuevo local,  pues al ser pagados por los demandantes son el los los 

beneficiados al permit ir la cont inuidad del establecimiento.   Indica que el 
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establecimiento GAITA ACADEMIA funcionó durante seis (6) años en el local  

120 del Mal l  Suramérica y no fue posible recuperar la inversión para su 

adecuación y porque en el contrato cláusula 18, así las mejoras fueran 

autorizadas se incorporaban al patrimonio del propietario del local ,  como 

ocurrió en el  contrato del local 119 de Plaza 77 Mall ,  cláusula 12,  el  

arrendatario estaba autorizado para real izar las mejoras para adecuar el  

local,  y el  valor de esas obras corrió por cuenta del arren datario, quien está 

autorizado para ret i rarlas,  pero no serán reembolsadas por el  arrendador y 

propietario del  local.   El juez no anal izó la c lase de mejoras que eran y 

determinar quien debía asumirlas.  4.  En la sentencia no se resolvió sobre la 

pretensión sexta que persigue la in dexación del valor de la condena.   

Sol ici ta se revoque parcialmente el ordinal cuarto de la sentencia y se 

conceda el daño emergente.  

 

La parte codemandada  representada por las señoras JENNY y NATALIA 

apela y presentó reparos por escri to dentro de los t res días siguientes a la 

fecha de proferimiento de la sentencia (a rch ivo  84) ,  que fueron sustentados en 

esta instancia ( a rch i vo  07) :  1.   al l í  expuso su inconformidad con el daño 

emergente reconocido por $19’711.646.oo, af i rma que el hecho dañoso no 

exist ió, el  reclamo por daños y perjuic ios originados en el traslado del 

negocio comercial  al  nuevo local no son posibles, pues t iene que cumpli r  con 

lo establecido en los art ículos  1613 y 1614 del  Código Civi l  y en el proceso 

no se probó, máxime que en desarrol lo del contrato no hubo 

incumpl imientos, además no dejó de percibi r ganancias pues su 

establecimiento funcionó con normalidad.   

 

Insiste en que el  desahucio se hizo en forma legal y las adecuaciones se 

empezaron a hacer dentro del  término f i jado en la ley,  dentro de los t res 

meses siguientes a la fecha de entrega del bien,  se iniciaron en agosto de 

ese año,  no hubo mala fe, la intención no fue “impedir” la renovación del  

contrato, nunca la parte actora informo que fue lo que se hizo para impedir la 

renovación, y si  esa fuera la intención, porque entonces le ofreció el derecho 

de preferencia con escri to del 21 de octubre de 2019, y la señora CANO 

guardó si lencio,  lo que permit ió sacar al  comercio el inmueble y por el lo se 
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volvió a arrendar,  y no se opuso al  desahucio,  por el lo no es posible decretar 

la presencia del daño emergente.  

 

2. Considera se vulneró el principio de congruencia, cuando fal la sin la 

prueba pericial  que le de claridad para determinar el  daño emergente, el lo no 

solo se determina con los recibos de pago de administ ración y arr iendo.   

Para que haya responsabi l idad el daño debe ser  c ierto y f ruto del dolo o 

culpa del demandado, y el  daño debe  reunir ciertas característ icas, y no solo 

just i f icarlo en el  juramento est imatorio ,  el  cual fue objetado al  momento de 

contestar la demanda, s in pronunciamiento de la parte actora .   Pasa a 

expl icar cómo se calcula el daño emergente y el  lucro cesante.  

 

Advierte que lo que sanciona el art ículo  518 Código de Comercio es la mala 

fe del arrendador, y en el caso no la hubo, pues se probó la causal para no 

renovar el  contrato, incluso se agotaron los ahorros de NATALIA,  la causal 

invocada fue real,  se invi rt ió t iempo y dinero en el proyecto, pero por 

motivos de fuerza mayor no se pudo concretar y esa inversión se perdió.  

 

Sol ici ta se revoque parcialmente el numeral cuarto de la sentencia atacada,  

pues además el  juramento est imatorio fue objetado, y se absuelva a la par te 

demandada del pago de indemnización del daño emergente reconocido , se 

absuelva de responsabi l idad a las demandadas y se levante la medida 

cautelar.  

 

I I .  CONSIDERACIONES  

 

1. PRESUPUESTOS PROCESALES 

Conforme la ley procedimental,  el  t rámite de l proceso se adelantó con el 

cumplimiento de los presupuestos necesarios que permiten dar val idez a lo 

actuado, y es este Tribunal Superior a t ravés de la Sala Tercera de Decisión 

Civi l ,  competente para desatar el  recurso de alzada int erpuesto por la parte 

demandante y las codemandadas, a quienes les fue parcialmente 

desfavorable el fal lo emit ido por el  iudex a quo  dentro del proceso de la 

referencia.  
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2. PROBLEMA JURÍDICO 

Debe la Sala determinar si  en la decisión el a quo  incurrió en error en la 

valoración probatoria que lo l levó a declarar responsabi l idad contractual del 

señor ÁLVARO JULIÁN AGUINAGA QUIRÓS imponiendo condena a sus 

sucesoras procesales o si  debe mantenerse dicha determinación, caso en 

cual  se abordará si  debieron reconocerse todos los per juicios reclamados 

por la demandante.  

 

3. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL  

3.1. EL CONTRATO   

El Código Civi l  en el art ículo 1495 def ine el contrato en los siguientes 

términos “Contrato o convención es un acto por el  cual una parte se obl iga 

para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa.  Cada parte puede ser de 

una o de muchas personas. ”  

 

Celebrado en forma legal un contrato, é ste será ley para los contratantes  y 

no podrá ser inval idado sino por consentimiento mutuo o por causas l egales, 

así lo establece el  art ículo  1602 ibídem que regula el  efecto de las 

obl igaciones.  

 

Esta ef icacia se edif ica sob re varios principios como son: autonomía de la 

voluntad, relat iv idad del contrato ,  obl igatoriedad contractual  y 

responsabi l idad contractual.   Autonomía privada que ha sido protegida por la 

Corte Const i tucional  en varias oportunidades ,  como quiera que se deduce de 

varios derechos, como el derecho a la personal idad jurídica, a la propiedad 

privada, l ibertad de asociación, etc , y como consecuencia de el la la l ibertad 

contractual que está sometida a condiciones y l ímites impuestos por el  

Estado Social,  el  interés públ ico y el  respeto por los derechos de los demás 

asociados.  

 

3.2. DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO  

Es un contrato de carácter oneroso,  bi lateral,  que es def ini do en el  Código 

Civi l  en su art ículo 1973  en los siguientes términos “El arrendamiento es un 

contrato en que las dos partes se obl igan recíprocamente, la una a 

conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o  prestar un servicio, y 
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la ot ra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado.  Al  

surgi r obl igaciones para ambas partes,  en la misma normativa se 

establecieron cuáles son las obl igaciones de cada una de el las,  así el  

art ículo 1982 ibídem detal la:   

 

Obligac iones de l arrendador.  El arrendador es obl igado:  
1.) A ent regar a l  arrendatario la cosa arrendada.  
2.) A mantener la en estado de serv i r  para e l  f in a que ha s ido 
arrendada.  
3.) A l ib rar a l  arrendatario de toda turbación o embarazo en el goce  de 
la cosa arrendada.  
 

Y el art ículo 1996 señala:   

 

Obligac iones de l arrendatario  
El arrendatario  es obl igado a usar de la  cosa según los términos o el  
espír i tu del cont rato;  y no podrá, en consecuencia,  hacer la servi r  a  
otros ob jetos que los convenidos,  o a fa l ta de convención expresa, a 
aquel los a que la cosa es natura lmente dest inada, o que deban 
presumirse de las c ircunstancias del contrato o de la costumbre del  
país.  
 
Si e l  arrendatar io contraviene a esta  regla,  podrá el  arrendador 
reclamar la terminación del arr iendo con indemnización de perju ic ios,  
o l imi tarse a esta indemnización,  dejando subsist i r  e l  arr iendo.  

 
 
3.3. CONTRATO DE ARRENDAMIENTO SOBRE LOCAL COMERCIAL  

El Código de Comercio, no dest ina una reglamentación separada para el 

arrendamiento de local comercial ,  como si lo hace respecto de otros 

contratos comerciales, toda vez que dentro del t í tulo “establecimiento de 

comercio”  t rata el arriendo, pero se ref iere  al contrato de arrendamiento 

como un bien mercanti l ,  dejando grandes vacíos normativos que deben ser 

l lenados con las normas generales del Código Civi l  de conformidad con el  

art ículo 822 del Código de Comercio.  

 

Dentro de los aspectos del arrendamiento co mercial  contemplados en el  

Código de Comercio, se encuentran: ( i ) el  derecho de renovación del 

contrato luego de haberlo ocupado por dos años consecutivos (art ículo 518), 

cuyas diferencias surgidas al  momento de la renovación se decidi rán por el 

procedimiento verbal  (art ículo 519); ( i i ) en caso que el  arrendador necesite 

el  inmueble para su vivienda o para reconstrui r lo o repararlo se prevé el  
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desahucio por lo menos con seis meses de ant icipación (art ículo 520); ( i i i ) 

en el arrendamiento de los locales nuevos o reparados, se pref iere al 

anterior arrendatario sin pago de prima (art ículo 521) o con pago de 

indemnización en caso que no se le dé en arriendo el nuevo local o sea 

ut i l izado para act ividades similares  o no se dé el dest ino especial anunciado 

en el desahucio (art ículo 522).  

 

3.4. DEL DERECHO DE RENOVACIÓN DEL CONTRATO DE LOCAL 

COMERCIAL Y EL DESAHUCIO  

El art ículo 518 del Código de Comercio, regula la renovación del contrato de 

arrendamiento de local comercial ,  como un derecho a favor del empresario, 

al  vencimiento del mismo. Con el lo se pretende defender la estabi l idad y 

cont inuidad del establecimiento de comercio, como también, los valores 

int rínsecos, intangibles, humanos, sociales, la cl ientela y la fama 

acumuladas,  que lo const i tuyen. Desde luego que este derecho no t iene 

carácter absoluto, pues su ámbito de ef icacia está sujeto a las condiciones 

establecidas por la ci tada norma, vale deci r,  que el  inmueble haya sido 

ocupado por no menos de dos años consecutivos con un mismo 

establecimiento de comercio;  que haya vencido el contrato de arrendamiento; 

y,  que no se haya presentado alguna de las si tua ciones que al l í  regula que 

son: ( i )  Que el arrendatario haya incumplido el contrato; ( i i )  Que el 

propietario necesite el  inmueble para su propia habitación  o para un 

establecimiento suyo dest inado a una empresa sustancialmente dist inta de la 

que tuviere el arrendatario,  y ( i i i )  Que el inmueble deba ser reconstruido,  o 

reparado con obras necesarias que no pueden ejecutarse sin la entrega o 

desocupación, o demolido por su estado de ruina o para la construcción de 

una obra nueva.  

 

Para evitar que se concrete el derecho de renovación,  el  propietario del 

inmueble, cuando de alguna de las ci r cunstancias señaladas en el art ículo 

518 en sus numerales 2 y 3 se t rate, debe cumpli r con el desahucio, otro 

elemento de protección al establecimiento  de comercio, que regula el 

art ículo 520 de la misma normativa comercial ,  que es el derecho del 

arrendatario-empresario a que se le anuncie por parte del propietario del 

inmueble, con no menos de seis  (6) meses de ant ic ipación a la fecha de 
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terminación del contrato, su intención de no renova r el  contrato de 

arrendamiento invocando alguna de estas dos causales, el lo con el f in de 

aminorar los perjuicios que pudiere ocasionar la rest i tución de la tenencia  

del local.   Término que el legislador consideró razonable para que el  

arrendatario ubique su establecimiento en otro lugar y tome las medidas de 

publ icidad y t raslado que le resulten beneficiosas para cont inuar con la 

explotación económica en las mismas condiciones de fama, nombre y 

cl ientela.  

 

Cuando el propietar io del inmueble acude a las cau sales 2 y 3 señaladas en 

el art ículo 518 ibídem  que vienen ref i r iéndose, para lograr la rest i tución del  

inmueble por causa legal,  sumada al desahucio,  la norma ha consagrado 

otros derechos a favor del empresario, esto es, el  derecho de preferencia 

que establece el art ículo 521 y el derecho indemnizatorio que reglamenta el  

art ículo 522 de la misma normativa .  

 

Sobre este tema se pronunció de forma reciente la Sala de Casación Civi l  de 

la Corte Suprema de Just icia en sentencia SC2500-2021 M.P.  Luis Armando 

Tolosa Vi l labona, al l í ,  aludiendo a doctrina anterior de esa misma 

Corporación, expuso la Corte:  

 

(v i)  En especia l ,  los art ícu los 518 y 520 estatuyen los mecanismos 
para amparar,  en la  medida de lo  posible ,  la  estabi l idad del  b ien 
mercant i l  y  contener los despropósitos del arrendador.  Consagran, 
respect ivamente, dos prerrogat ivas ent re lazadas, sucesivas y  con 
diferente  grado de protecc ión; una,  pr incipal,  e l  derecho a la  
renovación que priv i legia la  cont inuidad de l  goce del  estab lecimiento. 
Otra,  subsid iar ia,  e l  desahucio,  para hipótesis excepcionales que 
buscan evitar mayores traumatismos a la act iv idad del empresar io,  a l  
verse compel ido a de jar e l  lugar en donde la desarrol laba. Así se evita  
“que el  empresar io sea in just i f icada y caprichosame nte despojado de 
ese bien por parte de l  propietario ” .  Prevén en su orden las normas en 
mención:  
 
ARTÍCULO 518.  El empresar io que a t í tu lo de arrendamiento haya 
ocupado no menos de dos años consecut ivos un inmueble con un 
mismo establecimiento  de comercio,  tendrá derecho a la renovación del  
contrato a l  vencimiento del mismo, sa lvo en los s iguientes casos:  
“1) Cuando el arrendatario haya incumpl ido e l  cont rato;  
“2) Cuando el prop ietario necesite los inmuebles para su propia  
habitación o para un establec imient o suyo dest inado a una empresa 
sustancialmente dist inta de la que tuv iere e l  arrendatario,  y  
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“3) Cuando el inmueble deba ser reconstru ido, o reparado con obras 
necesar ias que no puedan ejecutarse s in la entrega o desocupación, o  
demol ido por su estado de ru ina o para la  const rucc ión de una obra 
nueva.  
“ARTÍCULO 520.  En los casos prev istos en los ord inales 2o. y 3o.  del  
art ícu lo  518, e l  propie tario desahucia rá al  arrendatario con no menos 
de seis meses de ant ic ipac ión a la fecha de terminación del cont rato,  
so pena de que éste se considere renovado o prorrogado en las 
mismas condic iones y por  e l  mismo término del contra to in ic ia l .  Se 
exceptúan de lo  dispuesto  en este art ículo los casos en que e l  
inmueble sea ocupado o demol ido por orden de autoridad competente”.  
 
La Corte en doctr ina probable ha consol idado el sent ido y alcance de 
esas disposiciones, a l  est imar:  
 
“Como instrumento para la protecc ión de los est ab lec imientos de 
comercio ,  e l  art ícu lo 518 del Código de Comercio ,  consagra a favor del  
empresar io el  derecho de renovación del  contrato de arrendamiento del 
local donde aquél los funcionan, a l  vencimiento del mismo. Se trata de 
defender la  permanencia de l establec imiento de comerc io,  como bien 
económico, pero también, los valores intrínsecos, humanos y sociales,  
que igualmente lo  const i tuyen.  Desde luego que este derecho, como 
ocurre con la general idad de los derechos subjet ivos, no t iene carácter  
absoluto,  pues su ámbito de ef icac ia está sujeto a  las condiciones 
establec idas por la  ci tada norma, va le  decir ,  que a t í tu lo de 
arrendamiento se haya ocupado un inmueble para la explotación de un 
establec imiento de comercio;  que la tenencia der ivada del vínculo  
arrendat ic io se haya dado por no menos de dos años consecut ivos; que 
durante ese lapso siempre haya sido explotado un mismo 
establec imiento;  que haya vencido e l cont rato de arrendamiento,  y que 
no se presente alguna de las salvedades que señalan los t res 
numera les del art ículo ,  esto  es,  que e l arrendatario  haya incumpl ido el  
contrato;  que el  propietar io necesite  el  inmueble para su propia  
habitación o para un establec imiento suyo dest inado a una empresa 
sustancialmente dist in ta a la que tuviere el  arrendatar i o,  o cuando el 
inmueble debe ser reconstruido o reparado con obras necesarias que 
no pueden ejecutarse sin la entrega o desocupación, o  demolido por su 
estado de ru ina o para la const rucción de una obra nueva.  
 
“El  derecho de renovación que asiste a l  empre sar io – arrendatario,  
garant iza el  statu quo  de la tenencia,  puesto que ese es su haber 
dentro del marco de la re lación sustancial ,  porque, como se anotó,  
pero se rep ite,  d icho derecho protege la estabi l idad del  negocio,  como 
salvaguardia de la propiedad comercia l ,  conformada, entre otros 
intangibles,  por la cl ientela y  la  fama acumuladas en e l lugar donde 
desde antaño se cumple la act iv idad mercant i l .  
 
“Al lado del anter ior derecho, como otro e lemento más de protección 
del establec imiento de comercio,  e l  art ículo 520 del Código de 
Comerc io,  consagra  el  l lamado derecho al desahucio,  que no es otra  
cosa que e l derecho que t iene e l empresar io  – arrendatar io,  para que 
se le anuncie por parte del prop ietar io de l inmueble,  e l  enervamiento 
del derecho de renovación, por darse a lguna de las c ircunstancias 
previstas por los ordinales 2º y 3º de l art ícu lo 518 ibídem ,  con e l f in de 
aminorar  los perju ic ios que puede ocasionarle  la  rest i tución de la 
tenencia.  De ta l  modo que éste es un av iso que se le da a l arrendatario  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr016.html#518
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para que en el razonable término que la norm a f i ja,  se ub ique en otro  
lugar con posib i l idades de cont inuar la explotac ión económica del  
establec imiento con la misma fama, c l ientela y nombres adquir idos,  
porque en dicho plazo puede adoptar todas las medidas de publ ic idad y 
t ras lado que resu lten convenientes”  
 
Ese cri ter io,  sentado en sentencias de 29 de sept iembre de 1978 (G.J.  
2399) y  14 de abr i l  de 2008 (rad. 2001 -00082-01),  que hoy se reaf i rma,  
es prec iso en def in ir  los únicos supuestos h ipotét icos ex igidos en las 
normas mencionadas para que se via bi l ice la operat iv idad de las 
prerrogat ivas.  
 
El arrendatario  t iene derecho a la  renovación de l contrato  de 
arrendamiento y a cont inuar gozando de la  propiedad comerc ial  en el  
lugar arrendado cuando: i )  ha ocupado t í tu lo de arrendamiento el  
inmueble para la exp lotación de un establecimiento de comercio,  por  
no menos de dos años consecut ivos;  ( i i )  ha explotado durante ese 
lapso un mismo establecimiento;  ( i i i )  ha vencido el contra to de 
arrendamiento;  y cuando ( iv)  no se presente alguna de las si tuac iones 
que señalan los t res numera les de l art ículo 518 preci tadas.  
 
Por excepción, de conf igurarse alguna de las salvedades descri tas en 
los numera les 2° o 3° ib ídem ,  la anter ior sa lvaguarda podrá ser  
sorteada por e l  arrendador.  En ese caso,  para que el lo ocurra,  deb erá 
garant izar e l  derecho del desahucio a l  arrendatario,  comunicándole,  
con se is  meses de ant ic ipación,  su intención de hacer uso de l loca l  
comercia l  para los f ines prev istos en aquel las causales.  
 
4.3.2.3.  Claramente, no es el  objet ivo del legis lador n i  d e esta Sala 
pasar a l  ot ro extremo y cercenar los derechos del  arrendador.  E l  
propósito ,  por e l  cont rario,  es armonizar los intereses sub jet ivos de los 
contratantes y al inear los con el interés supremo que resulta ser e l  
b ienestar común y el  pr inc ip io de sol idaridad const i tuciona l económica -
socia l ,  atrás expuesto;  y,  por supuesto,  desterrar la arbit rar iedad en el 
e jerc ic io de los derechos, para dar paso a la razonabi l idad y la 
real izac ión de la just ic ia en  la soluc ión de los conf l ictos (…)”  
 

I I .  CASO CONCRETO 

 
Conforme lo est ipulado en los art ículos  320 y 328 del Código General del 

Proceso, el  Tribunal  anal izará  los puntos que han sido planteados como 

inconformidad en contra de la sentencia que es objeto de recurso, pues son 

esos reparos concretos los que del imitan la competencia de la Corporación 

en este asunto.  

 

No obstante, como se evidencia que hay por lo menos un tópico que es de 

necesario pronunciamiento y que fue pasado por al to por el  a quo ,  se hace 

imperioso abordar éste , máxime que la sentencia fue recurrida tanto por la 
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parte demandante como por la demandada,  lo que impl ica posibi l idad de 

ampliación del ámbito de pronunciamiento en esta instancia.  

1. La legitimación.   El señor juez de primera instancia  al decidi r,  de 

entrada, inició por anal izar el  tema del derecho de renovación, el  desahucio 

y la indemnización de perjuicios , sin aludir  a la fuente de dicho derecho -

obl igación,  esto es, a l  contrato de arrendamiento, tópico que es  

indispensable y de previo anál isis,  máxime en este caso, donde uno de los 

integrantes de la parte demandante , señor JAIME HERNANDO DUQUE 

LÓPEZ no fue parte en el contrato de arrendamiento , lo que impone,  antes 

de abordar los reparos, anal izar dicha si tuación.    

Sabido se t iene que en la doctrina procesal existen dos tendencias 

contrapuestas en punto de la def inición y alcance de la legit imación en la 

causa, f igura que además ha recibido gran cant idad de denominaciones que 

han contr ibuido a oscurecer su entendimiento.  

 

Para una corriente, l a legit imidad en la causa consiste en una condición de 

la sentencia favorable y con el la se expresa que los derechos subjet ivos 

privados sólo pueden hacerse valer por los t i tulares de la relación jurídica 

material  contra quienes son parte de el la. Esta ten dencia es consecuencia 

de ver la acción como un derecho a la tutela de un derecho realmente 

existente (teoría concreta).  

 

Otra corriente expl ica que para que exista legit imación en la causa (o para 

obrar) act iva o pasiva, no se requiere que las partes proc esales sean 

t i tulares de la relación jurídica material ;  es deci r que, en una pretensión 

relat iva a una relación obl igacional,  las partes procesales deban ser 

realmente el  acreedor y el  deudor por ejemplo, sino que af i rmen serlo,  

porque de otra manera signi f icaría volver a las teorías concretas. En este 

sent ido expl ica Al lor io, r iguroso expositor de la postura “formal” que se viene 

mentando, lo siguiente:  

 

“ . . .  para resolver af irmat ivamente el  problema procesal re ferente a  la  
legit imación para acc ionar,  bast a (según reg la)  constatar  que el  actor  
ha deducido en ju ic io  una relac ión jur íd ica, af i rmando que é l y  e l  
demandado son suje tos de e l la.  Pero, para que evidentemente la 
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demanda judicial  sea reconocida en el mérito, es necesario, entre 
otras cosas, que, de acuerdo a los resultados del proceso la 
afirmación del actor acerca de la subjetiv idad activa y pasiva de 
la relación controvertida,  se manifieste favorablemente .  Hay que 
repet i r  hasta la  sac iedad que esta últ ima indagación no es modo 
alguno una indagación referente a la  legitimación para accionar,  
sino una de las indagaciones necesarias para l legar a la decisión 
de la existencia de una relación sustancial  (de ordinar io:  re lac ión 
de derecho pr ivado) controvert ida” 1 (Negri l las fuera del texto orig inal )  

 

La regla de legit imación a la que alude el autor referenciado consiste en que 

nadie, en nombre propio, puede pretender o ser demandado a contradecir en 

proceso, resist i r a una pretensión, sino por una relación,  de la cual se 

atribuya, o se le atribuya a él la subjet ividad act iva o pasiva. Sobre el  

part icular,  como bien sintet iza la más autorizada doctr ina procesal nacional:  

“Ex isten dos t i tu lar idades y la  coincidencia de el las en cada sujeto y en cada po lo  

de relación, act ivo o pasivo, t iene que ser af irmada en  la demanda para que se 

sat isfaga e l requisi to  de la legit imación ordinaria.  Se insis te:  basta que sea 

af irmada s in que importe para nada  su verdad o real idad juríd ica” 2.  

 

La expl icada postura formal es la que acoge esta Sala de Decisión, no sólo 

porque la doctrina procesal  más avanzada comulga con dicha visión no 

concreta de la legit imación en la causa, sino por cuanto es el  entendimiento 

que mejor se compadece con el concepto moderno y abstracto del derecho 

de acción que acoge la Const i tución Polí t ica Colo mbiana bajo la fórmula del  

derecho de acceso a la administ ración de just icia y que desarrol la 

coherentemente la jurisprudencia const i tucional,  reconociendo que a toda 

persona le asiste el  derecho de act ivar el  aparato jurisdiccional para la 

material ización de sus derechos.  

 

De esta manera se sost iene que la legit imación en la causa no debe 

ident i f icarse con el  derecho material ,  porque de dicha manera se estaría 

conf igurando un retroceso a tesis ya superadas según las cuales sólo t iene 

derecho de acción quien es t i tular del derecho material  controvert ido y sólo 

puede tener la posición de demandado aquel ot ro sujeto t i tular de la relación 

jurídica material ;  lo que no es necesariamente vál ido, pues ese es un asunto 

                                                 
1 ALLORIO, Enrico. Problemas del Derecho Procesal, Editorial Jurídica Europa-América, año 1961.  
2QUINTERO, Beatriz y PRIETO, Eugenio.  Teoría General del Derecho Procesal.  4ª Edición, Bogotá: Temis, 2008, pág. 
461. 
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que concierne más bien a la existencia del der echo material ,  que el juez 

debe decidi r con el fondo del l i t igio; no es un asunto de legit imación en la 

causa que consulta a la estructura de la pretensión procesal.  

 

En efecto, la denominada legitimación sustancial ,  no es requisito para 

accionar, sino de fundabilidad de la pretensión,  esto es,  de su 

prosperidad, por lo que la ausencia de la misma genera una def iciencia 

sustancial,  que no procesal como la legit imación en la causa a la que hace 

referencia la teoría concreta. En otras palabras, para que la pr etensión 

puesta a conocimiento de la jurisdicción sea acogida es menester,  entre 

otros requisi tos, que se haga valer por la persona en cuyo favor establece la 

ley sustancial el  derecho que se reclama en la demanda,  y f rente a la 

persona respecto de la cual  ese derecho puede ser reclamado. De donde se 

sigue que lo concerniente a la legitimación sustancial  es cuestión 

propia del  derecho sustancial  y no del derecho procesal,  razón por la 

cual  su ausencia no consti tuye impedimento para desatar en el fondo el 

l i tigio sino motivo para decidirlo en forma adversa al actor.   

 

1.2.  En el caso que nos ocupa la responsabi l idad que se deduce en este t ipo 

de casos es contractual,  pues aunque es la ley la que carga al propietario  

el  deber de indemnizar cuando no se cumple con la f inal idad para la cual se 

indicó en el desahucio y eventualmente en la demanda de rest i tución, lo que 

se reprocha es el incumplimiento del contrato de arrendamiento, pues al 

pretender la rest i tución del local comercial  con fundamento en las causales 2  

y 3 del art ículo 518 Código de Comercio, se aduce que el arrendatario ha 

sido cumplido, porque,  de no serlo, el  motivo para reclamar la rest i tución 

sería la que f igura en el numeral 1 de dicha norma, es decir “cuando el  

arrendatario haya incumplido el contrato ”.    

 

Entonces, en los eventos de los num erales 2 y 3, en especial el  2  que es el  

que viene al caso, lo que se le imputa al propietario es la injust i f icada 

terminación del contrato de arrendamiento, que conl leva la vulneración del 

derecho de renovación del  contrato de arrendamiento que privi legia al 

arrendatario del local  ocupado con un establecimiento de comercio.  
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Con esta claridad,  al  originarse la obl igación de indemnizar por 

incumpl imiento del  contrato de arrendamiento al no permit i r la renovación del 

mismo, sin haberse cumplido con la causal  invocada para reclamar la 

rest i tución, será entonces el arrendatario quien pueda reclamar al propietario  

que desahució y reclamó en rest i tución, pues el primero está vinculado al  

contrato como arrendatario y,  el  segundo, también está vinculado a dicho 

contrato al  entregar su bien en arrendamiento,  bien directamente o por 

intermedio de un tercero, siendo f inalmente el propietario quien lo entregó y 

luego lo requirió aduciendo como sustento su uso propio .  

 

Descendiendo al  sub judice,  se debe conclui r que quien puede acudir por 

act iva es la señora CLAUDIA PATRICIA CANO GRANADOS como signataria 

en condición de arrendataria en el contrato, no así,  el  señor JAIME 

HERNANDO DUQUE LÓPEZ quien no fue parte en el mismo y , quien debió 

acudir al  proceso por pasiva es el codemandado ÁLVARO JULIÁN 

AGUINAGA QUIRÓS como propietario del local comercial  objeto de 

discusión, pues aunque el contrato lo suscribió como arrendadora 

MAXIBIENES S.A.S.,  el lo fue solo como administradora autorizada por el  

propietario del bien,  pero fue éste quien requirió la entrega del local  para 

instalar al l í  un establecimiento  de comercio  propio, siendo muy claros los 

art ículos 518 y 522 del Código de Comercio al aludir al  propietario como 

autorizado para reclamar el bien con esa f inal idad y como obl igado a 

indemnizar en caso de no cumpli r el  dest ino anunciado.   

 

Es así como, el Tribunal  establece que el a quo  erró parcialmente, cuando 

de manera l igera, sin anál isis del caso, señala con legit imación sustancial al  

señor JAIME HERNANDO DUQUE LÓPEZ, quien no fue parte en el contrato 

de arrendamiento, de modo que, en ese aspecto, deberá revocarse la 

sentencia de primer grado.  

  

2. Responsabilidad contractual por no cumplir la causal anunciada en el 

desahucio.  Superada la anterior discusión es procedente entonces e l  

anál isis del fondo del asunto, en especial,  establecer si  había lugar a 

condenar al propietar io al  pago de la indemnización reclamada, como decidió 
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el a quo  o,  si  no se cumplen los presupuestos para dicha condena , como 

alega la parte pasiva recurrente.  

 

Sea lo primero,  establecer, que en efecto el demandado  ÁLVARO JULIÁN 

AGUINAGA QUIRÓS no cumplió con la causal invocada para el desahucio 

establecida en el numeral 2 del art ículo 518 del Código de Comercio “Cuando 

el propietar io necesi te los inmuebles  (…) para un establecimiento suyo  

destinado a una empresa sustancialmente distinta de la  que tuviere el  

arrendatario”  (Resal tado intencional) ,  pues quedó establecido en el proceso  

que esa fue la si tuación aducida en el  desahucio ( ver  a rch i vo  10 car ta  de  

desahuc io) ,  como también que, la hi ja y cónyuge del señor AGUINAGA QUIRÓS 

tuvieron la intención de montar en el local  comercia l  un restaurante,  solo que 

dicho propósito no se pudo concretar,  aduciendo la parte demandada ahora 

recurrente, la presencia de un fenómeno de fuerza mayor o caso fortui to que 

les imposibi l i tó l levar a término la instalación del restaurante  (ver  a r ch ivo  56  

con tes tac ión  de demanda) .    

 

Sobre este tema ha señalado nuestro máximo órgano de  decisión civi l  que la 

responsabi l idad derivada del  incumplimiento de la causal de desahucio de 

local  comercial  no es objet iva, pudiendo entonces probarse di l igencia y 

cuidado, como también la presencia de una causa extraña, expresamente 

señaló la Corte:  

 

En consecuencia,  s i  e l  precepto en cuest ión prevé ún icamente las 
consecuencias contra  el  propietario,  cuando incumple los f ines que se 
propuso al desahuciar  a l  empresar io arrendatario,  mas no el esquema 
de la responsabi l idad,  es c laro que ésta,  en ese preciso caso, debe 
gobernarse por las reglas generales del  Código Civil ,  en donde 
cabe la prueba de la dil igencia y cuidado, amén de una causa 
extraña .   
 
En ese orden, no se t rata,  por  supuesto,  de una responsabi l idad civ i l  
puramente ob jet iva,  en el  sent ido de  que e l  dueño del inmueble donde 
funcionaba el estab lecimiento de comerc io de propiedad del 
arrendatario,  debe resarci r  los daños causados por el  incumpl imiento 
de la f inal idad prev ista en el desahucio,  así  no haya exist ido culpa de 
su parte.  Porque a d i fe rencia de la responsabi l idad civ i l  con culpa 
probada o con culpa presunta,  d is t inc ión que al  f in  de cuentas t iene 
importancia para efectos probator ios,  aquel la  especie  de 
responsabi l idad se predica únicamente en los eventos en que no cabe 
la exoneración,  así  medie una causa extraña, como acaece,  por  
e jemplo, en e l  t ransporte aéreo de pasa jeros, en el  cual  la  fuerza 
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mayor no es dable  aducir la para e l  efecto,  aunque sí  e l  hecho de un 
tercero o la  culpa exc lusiva de la v íct ima (ar t ículo 1880 de l Código de 
Comerc io)  
 
En el  caso,  pese a que, para abundar,  e l  Tr ibunal acomet ió e l  estudio 
de las defensas propuestas, ent re e l las la fuerza mayor,  de jó sentado, 
como regla  absolu ta,  que el pago de los perju ic ios a  que aludía  el  
art ícu lo 522 del Código de Comercio,  subs ist ía en “cualquier  
c i rcunstancia,  pase lo que pase”,  pues a l emplear el  precepto el  
imperat ivo “deberá indemnizar”,  esto prohibía aduci r “toda causal  
exculpat iva o  just i f icat iva”,  o que a pesar de ser una responsabi l idad 
de índole contractua l,  de todas fo rmas no podía “exist i r  causal  
exonerat iva”.   
 
Puestas así las cosas, lo  anter ior  pone de presente que el  Tr ibunal  
incurr ió en el  error jur is in jud icando  que en el cargo se denuncia ,  
respecto  del a lcance del precepto en cuest ión, porque la  norma no 
impone la obl igación de responder,  así  medie una causa ext raña, y  
porque como quedó expl icado, lo que en la  misma se prevé son las 
consecuencias de l incumpl imie nto,  en cuyo caso, al  decir de la  Corte,  
el  “propietario podrá exonerarse de acuerdo con la ley” ,  esto es, 
probando di l igencia y cuidado (ausencia de culpa),  o el  
rompimiento del nexo causal entre el  hecho imputable al  deudor y 
el  daño irrogado, según las  circunstancias concretas de cada caso  
(Resaltado intenciona l) 3 
 

Y sobre los presupuestos de la fuerza mayor o el caso fortui to en materia 

contractual,  para que tengan la ent idad suf iciente de  producir  el  efecto 

l iberatorio esperado por el  deudor,  ha dicho la Corte que se debe examinar 

la naturaleza misma del hecho e  " indagar también s i  éste reúne, con respecto a  

la ob l igac ión inejecutada, los s iguientes caracteres:  a)  No ser  imputable  al  

deudor,  b)No haber concurr ido con una culpa de éste,  s in la c ual no se habría 

producido e l per ju ic io inherente al  cumpl imiento contractua l;  c) ser i r res ist ib le,  en 

el  sent ido que no haya podido ser impedido y que haya colocado al deudor  -

dominado por el  acontecimiento - en la  imposibi l idad abso luta (no s implemente e n 

la di f icul tad ni  en la imposib i l idad re lat iva) de ejecutar la obl igac ión; d) Haber 

sido imprev is ib le,  es decir  que no haya sido suf ic ientemente probable para que e l 

deudor haya debido razonablemente precaverse cont ra él ,  aunque por lo demás 

haya habido con respecto al  acontec imiento de que se trate,  como lo hay con 

respecto a toda clase de acontecimiento,  una posibi l idad vaga de real ización ”4.  

 

En el proceso se demostró, con el dicho de las mismas señoras JENNY 

FRANIZ ROBLEDO CARTAGENA y NATHALIA AGUINAGA  ROBLEDO que el  

                                                 
3 Sentencia del 14 de abril de 2008. Referencia: C-2300131030022001-00082-01 M.P. JAIME ALBERTO ARRUBLA 
PAUCAR 
4 Cas. Civ. de 5 de julio de 1935, Sent. Cas. Civ. de 4 de julio de 2002, Exp.  No.  6461. 
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restaurante no pudo ser f inalmente instalado en el local comercial  objeto de 

discusión debido a que los gastos para el  montaje de l  mismo superaron sus 

ahorros y, luego,  a la señora JENNY le fue negado un crédito,  

descartándose de entrada entonces el cumplimiento de los presupuestos de 

la fuerza mayor o caso fortui to porque, la disponibi l idad de recursos es una 

si tuación que debió ser planeada y prevista por las demandadas al 

emprender la labor de instalar el  establecimiento de comercio que 

pretendían, pues incluso, quedó también acreditado con los interrogatorios 

de las partes y con los test imonios de JUAN PABLO CANO GARCÍA y 

ENRIQUE CALLEJAS URIBE que éstas tenían conocimiento que el local  

comercial  objeto de discusión requería importantes  adecuaciones para 

efectos de instalar al l í  un negocio de comidas, por no estar ubicado en la 

zona de comidas, sino en otra área del centro com ercial ,  requiriendo 

signif icat ivas modif icaciones f ísicas para el efecto pretendido,  entre el las la 

instalación del  servicio de gas, disposición de espacio para sal ida de los 

olores de la cocina y ajustes para la ubicación de mesas con el f in de que 

no se perturbaran las zonas comunes , a pesar de lo cual y a sabiendas de 

los l imitados recursos, las demandadas le dieron  prevalencia a otros 

aspectos del montaje del negocio como página web, manejo de marca y 

real ización del menú, labores que aunque son importantes, de nada servían 

si  el  local no podía usarse para la f inal idad pretendida , dejando para lo 

úl t imo las adecuaciones locat ivas que sabían de entrada eran 

indispensables para que en el  local,  ubicado fuera de la zona de comidas 

del centro comercial ,  pudiera funcionar un restaurante.  

 

Véase que en el interrogatorio de parte la señora JENNY FRANIZ ROBLEDO 

CARTAGENA di jo sobre el part icular :  “nosotros en agosto,  más o menos de 

2018, mi h i ja  decide colocar un restaurante de sush i con unos ahorros que el la 

tenía a ese momento y con el apoyo mío, noso tros nos reunimos con el señor 

Juan Pablo e l  admin is trador para mirar las opciones de poner el  restaurante en 

ese punto porque nosotros no estamos en la zona de comidas,  reunidos con e l  

admin ist rador é l  nos dice que si  podemos colocar el  restaurante que es viable 

colocarlo  ahí rev isando el re g lamento del  mal l  estaba permit ido colocar el  

restaurante de sush i ,  luego nosotros vamos al munic ip io de I tagüí y sol ic i tamos e l  

uso de suelos, donde en octubre nos dieron respuesta que era posit ivo y que s i ,  
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después de el los ir  y v is i tar e l  loca l,  de que si  se podía colocar ahí e l  

restaurante,  en e l  mes de agosto más o menos del  2018 mi h i ja  y yo nos reunimos 

con la  señora Claudia  y con el  señor Ja ime para informar les que íbamos a co locar 

el  restaurante  (…) luego nosotros en octubre empezamos a hacer de la  mano de 

la señora Sandra Castaño el la nos empezó a asesorar en todo el proceso del 

restaurante,  e l la es una persona que t iene muchos conocimientos ( …) eso nos 

costó le pagamos a el la d iez mil lones de pesos, de la mano de el la  nosot ros 

empezamos a hacer co t izac iones, h ic imos una cot izac ión con una agencia que se 

l lama Mooba donde nos pasaron toda la información de l manejo de la página web,  

d iseño y desarro l lo de marca, e l los nos pasaron una cot ización de $11.460.000, 

en el  mes de febrero de 2019 nosotros em pezamos a t rabajar con John Alexander 

toda la parte del menú para la carta,  (…)  a este muchacho John Alexander le  

cancelamos a él  por la rea l izac ión del  menú $9.000.000, en febrero de 2019 

nosotros empezamos a trabajar con Pamela Mejía Espinoza, con el la t rabajamos 

toda la parte de diseño de página web, con el la h ic imos e l d iseño del logo que ya 

estaba aprobado, nosotros hicimos con el los los diseños de los uniformes, ya 

estaban también l istos y aprobados, h ic imos manual de marca ( …) en marzo del 

2019 nosotros empezamos a traba jar con la empresa Casa Ideas el los son dos 

personas el  señor Enrique Cal le jas y la señora Sandra siendo e l  señor Arquitecto 

y la señora Sandra d iseñadora de espacios,  empezamos a t rabajar todo el tema 

de diseño de espacios (…) se  creó y están los planos de dónde iba a quedar la 

cocina, dónde iban a ir  las mesas (…) d iseñamos la fachada como iba a ser 

miramos cómo iba ser  e l  tema de l a i re acondicionado (…) el los nos cobra ron por 

ese trabajo $4.500.000 (…)  ya teníamos costos de todo el menú,  de la carta que 

estaba l ista ,  productos, toda esa parte ya lo teníamos l isto  (…) el  gas nosot ros s i  

lo cot izamos en agosto del  2019 con el  señor Gi lberto  Mejía con él fue v is i tó e l  

local,  inc lus ive de la mano del administ rador Juan P ablo para poder mirar donde 

iba a quedar la medic ión del gas y él  nos concedió un espacio donde iba a quedar 

el  medidor para el  gas y cómo lo íbamos a sacar,  por  dónde se iba a hacer que 

era totalmente viab le (…) esa cot izac ión va lía $ 5.800.000, e l  5 de agosto de 2018  

Maxib ienes me hace entrega del local  (…) después nosotros empezamos a hacer 

la construcción del  mezanine, empeza mos e l 10 de sept iembre de 2019  a hacer la  

construcc ión del mezanine teníamos var ias cot izaciones escogimos al señor 

Gui l lermo Gal lo para hacer  la const rucción se hizo bajo los estándares y  planos 

que nos había d icho e l arquitecto de Casa Ideas (…)  él  nos h izo mezanine,  nos 

hizo escaleras, pasamanos, p intura ( …) lo que se le pagó al señor Gui l lermo por 

todas estas obras fueron de $15.700.000, ahí  se nos acabó la p lata,  entonces yo 

acudo a mi asesora al  Banco Bancolombia y hablo con el la y le digo que necesito 
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un créd ito,  e l la cuando rev isa mis datos me dice no te podemos hacer e l  crédito  

porque tenía la cuenta embargada por el  Municip io de Medel l ín,  yo en ese 

momento no tenía idea de eso, e l  Banco a mí no me lo había dicho, a mí  nunca 

me retuv ieron (…)  entonces en v ista  de que no teníamos ya más plata  para 

cont inuar con el  proyecto,  nos fa l taban $80.000.000 para terminar ese proyecto,  

d i j imos vamos a esperar,  vamos a poner en espera este proyecto (…)  (Minuto  

01:40:30 en ade lante  ar ch ivo  75 grabac ión  aud.  I n ic ia l  y  minuto  0  a  minuto  13 ar ch ivo  76  

grabac ión  2  par te  aud .  i n i c ia l ) .   

 

Y la joven NATHALIA AGUINAGA ROBLEDO expl icó que “yo me fui  a t raba jar  

a l  exter ior,  t rabajé  muy duro y  t ra je  unos ahorros y  esos ahorros los quise pues 

acá emprender en a lgo y el  emprendimiento la idea que t ra je fue e l  restaurante de 

sushi ,  h ice un estud io de mercadeo que la universidad me ayudó para saber s i  

era vá l ido el  sector ,  s i  tenía pues como viabi l idad mi  proyecto  ( …) empecé a 

trabajar sobre e l  proyecto de la mano de mi mamá,  hice una proyección de 

$50.000.000, me di cuenta que eso no me iba a alcanzar entonces le di je a mi  

mamá que si  nos asociábamos, ahí fue cuando el la hace el préstamo y se da 

cuenta que t iene todos estos ( in inte l ig ib le) que el la les exp l icó anteriormente  y no 

pudimos cont inuar con el proyecto”;  que no cont inuaron con el montaje “porque 

mi papá estaba totalmente en otro cuento,  é l  estaba pendiente de su salud y otras 

cosas y mi mamá y yo que fue la que le pedí la asociac ión el la  intentó por su 

parte apoyarme económicamente pero tambi én se le h izo imposible  entonces 

paramos e l proyecto”  (minuto  13 :00  a  24:50  arch ivo  76  grabac ión  2  par te  aud.  I n i c ia l )  

Luego en audiencia obrante en archivo 80 minuto 2:00: 00 el juez le preguntó  

en qué momento consideró el valor de adecuación del  local y como se haría 

esa inversión, respondiendo la interrogada “en un pr inc ip io yo contaba con 

cier ta cant idad de ahorros, pe ro cuando empecé con el proyecto  se fueron 

aumentando, in ic ié  con unos ahorros,  pero cuando íbamos a ha cer la obra con 

mis ahorros no iba a alcanzar,  con mis ahorros pagué” .   

 

El test igo JUAN PABLO CANO GARCÍA administ rador tanto del Mal l  

Suramérica donde está ubicado el  local objeto de discusión y del Mal l  Plaza 

77 a donde se t rasladó la arrendataria , al  hacer un relato inicial  del  

conocimiento del proceso expuso:  “ lo que sé es que efect ivamente los señores 

Jaime y Claudia  fueron arrendatar ios de un loca l en el  Mal l  Suramér ica  tengo 

entendido que se les terminó el contrato o les pid ieron el loca l y las personas los 

propietarios del  local  e l  señor Álvaro Aguinaga y su esposa y su h i ja tenían 
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in tención de montar un restaurante en ese local,  e l los se reunieron  conmigo en 

alguna ocasión para preguntarme las condiciones para hacer la  reforma pero 

tengo entendido que f inalmente e l los no real izaron el  restaurante,  in ic iaron 

alguna reforma pero nunca la terminaron y se lo arrendaron a una farmacia que 

se l lama Cruz Verde,  sé también entonces que los demandantes los señores 

Claudia y Jaime se trasladaron su negocio a un centro comercia l  que ésta cerca 

de este otro mal l  Suramér ica y a l lá montaron su academia…. ” Al preguntarle si  

sabía en que consist ieron las reformas di jo:  “yo no entré nunca al local,  la 

verdad cuando estaban reformando, sé que se vacío,  e l los me preguntaron temas 

acerca del gas natural ,  de cómo se puede instalar ,  yo les di je que ese local no 

estaba apto para comidas porque no tenía gas pero que se pod ía insta lar pero 

que había que l levar  e l  gas desde ot ra punto del cent ro comercia l  hasta al l á y que 

ya les tocaba a el los hacer ese traba jo,  no sé exactamente en qué medida 

reformaron el local pero sí  sé que a l f ina l nunca se reformó ese restaurante” ;  al  

indagarle si  es verdad que Jenny y Natal ia le preguntaron sobre las 

condiciones para que el local fuera negocio de comidas  manifestó:  “ese local 

como yo le d i je a l  juez no es un local d igamos que const ruido para la zona de 

comidas, pero en el  centro  comercia l  hace unos años en una asamblea 

acordamos que cua lquier loca l pues se podría ocupar  para el  dest ino que fuera y  

así  se lo manifesté a e l las,  no es problema que al lá monten su restaurante,  ahora 

es un loca l que es muy  grande pero está en el pas i l l o del  cent ro comerc ial ,  no 

t iene para ubicar mesas, tendrían que ubicarlas dentro  y también les di je que ese 

local tenía un prob lema y era que le da todo el poniente,  entonces que desde mi  

punto de vista como admin ist rador,  por lo que yo he visto en el cent ro comerc ial  

mi op inión es que no era lo más idea l hacer un restaurante a l lá por  la ubicac ión y 

que tampoco tenía  servic io de gas,  pe ro que se podía ocupar como restaurante ” y 

al ser interrogado sobre si  era posible montar el  restaurante en el local 

aludido relató:  “Si legalmente, con el reglamento de prop iedad horizonta l en la 

mano era posib le,  pero en mi op inión no era el  lugar más adecuado para montar  

un restaurante,  teniendo en cuenta además que en el loca l comercia l  hay dos 

zonas de comidas, donde si  hay mesas, s i l las,  hay gas natura l,  donde  t iene todos 

los servic ios y comodidades para montar un restaurante (…) s i  uno va a montar  

un restaurante en un local  que no est á constru ido al  efecto y  no t iene donde 

sentar  a l  públ ico,  s ino dentro  del  local,  y  e l  local  además le da poniente y  e l  so l,  

tendría que cerrar lo y acondic ionar lo con aire acondicionarlo,  pues no sé me 

parecía como enredado desde mi punto de vista,  es mi opinión no soy tampoco 
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comerciante  de restaurantes soy adminis trador,  me parec ía  comple jo pero no 

imposible ”  (minuto  11 :00  en ade lante   a r ch ivo  80) .  

 

Y el señor ENRIQUE CALLEJAS URIBE expresó que en marzo del 2019 tuvo 

contacto comercial  con las demandadas para diseño del  proyecto del 

restaurante, relató que fue a ver el  local  y había un salón de música, tomó 

medidas y empezó a trabajar,  reuniéndose semanalmente o cada dos 

semanas con las codemandadas, que se escogió una propuesta, inicialmente 

era desarrol lo arquitectónico y luego de construcción de la obra , pero al  f in y 

al  cabo no se tomó la decisión porque la cl iente le di jo que el banco no le 

había aprobado el préstamo; sobre la fecha de su labor señaló que “ la  

propuesta del d iseño de local comerc ial  se hizo el  16 de marzo de 2019 se 

entregó a la señora Natal ia y  a  la señora Jeny (…)”  detal lando que  hizo t res 

diferentes entregas el 16, 25 de marzo y a mediados de abri l ,  para hacer 

di ferentes cambios en el diseño; que el diseño en total costó $4.000.000 y 

no entró en la real ización de la obra pero le envió unas cot izaciones a sus 

contratantes con un costo total de obra de aproximadamente $90.000.000 ; 

que el tema de diseño fue duro porque el  local  era pequeño,  pero esa 

problemática de diseño se resolvió creando un buen espacio donde los 

asistentes estuvieran cómodos ;  que nunca tuvo acercamiento con el señor 

Aguinaga y cuando recibieron la negativa del banco dejaron las puertas 

abiertas para trabajar juntos posteriormente (minuto  01:19:20 en  ade lan te  ar ch ivo  

80) .   

 

Ahora, la negativa del préstamo tampoco es una si tuación irresist ible e 

imprevisible de cara a la responsabi l idad aquí reclamada, porque no se 

demostró imposibi l idad de sobreponerse a esa si tuación, pues no se acreditó 

la búsqueda de otras fuentes de  f inanciación,  en tanto,  las demandadas 

af i rmaron poner en venta una casa en Santa Fe de Antioquia, pero de dicha 

actuación y de la aducida búsqueda de más fuentes de f inanciación  por parte 

de terceros no existe prueba alguna ; es más, reconocieron que no acudieron 

a sol ici tar dinero al  señor AGUINAGA QUIRÓS porque éste no deseaba 

continuar con negocios sino descansar, lo que no resulta entendible si  se 

t iene en cuenta que fue precisamente el señor AGUINAGA quien como 

propietario del local lo reclamó para la  instalación de un establecimiento de 
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comercio propio y que no se demostró fal ta de recursos por parte de éste 

como principal obl igado a dar al  local el  dest ino que anunció ,  porque incluso 

af i rmó la misma cónyuge que éste tenía cinco (5) inmuebles de su pr opiedad 

y que percibía arriendo de los mismos .  

 

Nótese que al ser indagada la señora JENNY FRANIZ ROBLEDO 

CARTAGENA por la part icipación del  señor ÁLVARO JULIÁN en el desahucio  

y en el nuevo dest ino del local di jo :  “Nosotros teníamos una l i tograf ía donde é l  

venia cansado de t rabajar por sus enfermedades (…) entonces é l no quería seguir  

t rabajando y nos de jó en manos de nosotras todo el proyect o para el  restaurante 

de sushi ” ;  al preguntarle si  conoce cuántas propiedades  tenía el  señor 

AGUINAGA expresó:  “c inco”  y a la pregunta de por qué  no le pidió el  dinero 

al señor Aguinaga manifestó: “é l  ya no quería seguir t raba jando más y quería  

asegurar su plata…”  (Minuto  01 :40 :30  en  ade lan te  arch ivo  75 grabac ión  aud.  In ic ia l  y 

minu to  0  a  m inu to  13 arch ivo  76 grabac ión  2  par te  aud.  in ic ia l ) .  

 

Y sobre este mismo tema expresó NATHALIA AGUINAGA ROBLEDO “mi papá 

no era que fuera un capricho, s ino que é l no quería seguir t rabajando más, é l  ya 

había trabajado toda su vida, aparte s iempre me enseñó a mí a t rabajar con mis 

sueños y cosas,  nunca fue rega lar  (…) é l  s i  me ayudó y me apoyó con e l  

emprendimiento y  fue con el loca l (…)”  (minuto  13 :00  a  24 :50  ar ch ivo  76 grabac ión  2  

par te  aud.  In ic ia l ) .  

 

Y estas ponencias de las codemandadas recurrentes y de los test igos 

reseñados descarta  no solo la fuerza mayor y caso fortui to alegada,  sino 

también di l igencia y cuidado, pues evidente resulta que no procuraron una 

adecuada planeación de la inversión, ni  d e la dist ribución de los recursos 

que tenían, dejando para últ imo momento el tema fundamental de 

adecuación del  local para el f in pretendido; además, que no procuraron otras 

formas de f inanciación, por lo menos eso no se probó  y, el  propietario del  

local  ni  siquiera se interesó en el cumplimiento de la f inal idad anunciada en 

el desahucio.  

 

El apoderado de las codemandadas recurrentes alega que el  desahucio se 

hizo en legal forma y no hubo mala fe encaminada a impedir la renovación, 
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pero, por una parte,  no se discute aquí  si  se cumplieron los térm inos y 

requisi tos del desahucio;  sino, s i  la causal anunciada en el mismo se 

cometió con poster ioridad al anuncio aludido, lo que, como se anal izó en 

párrafos precedentes, no se cumplió por fal ta de actuar acucioso de la parte 

pasiva, no siendo necesaria la mala fe para dar lugar a la indemniz ación,  

sino la fal ta de di l igencia y cuidado que quedó demostrada.   

 

El hecho de que las codemandadas hubieran otorgado posteriormente 

derecho de preferencia a la arrendataria inicial  aquí d emandante para ocupar 

del local ,  no t iene relevancia  porque el lo apl ica es para la causal  de 

desahucio relat iva a real ización de reformas, además, esa conducta la 

efectuaron las codemandadas cuando vieron f rustrada la instalación del  

restaurante pero pasados varios meses desde el  desahucio, lo que impl icó 

que la demandante arrendataria ya tuviera contratado otro local para el 

traslado.  

 
De modo pues que se abre paso a la apl icación del art ículo 522 del  Código 

de Comercio, que establece la indemnización en favor del  arrendatario, si  el  

propietario no da el dest ino indicado, siempre y cuando se hubiesen 

demostrado los perjuicios ,  lo que se anal izará seguidamente.  

 

3. Perjuicios.  En la demanda se sol ici tó una indemnización por valor total  de  

CIENTO CINCUENTA Y NUEVE MILLONES SEISCIENTOS SETENTA Y 

SIETE MIL DOSCIENTOS UN PESOS ($159.677.201) , discr iminada en el 

juramento est imatorio así:  ( i )  Contrato de obra eléctrica $ 16.608.581;  ( i i ) 

Contrato de administ ración e interventoría $24.000.000;  ( i i i ) Factura de obra 

metalmecánica $ 50.952.953; ( iv) Factura de vidrios $ 23.959.106; (v) 

Factura de drywall  $7.944.765;  (vi )  Facturas de t raslado de ai re 

acondicionado $2.850.150; (v i i ) Arrendamiento local 109 mayo, junio y jul io 

de 2019 $8.100.000;  (vi i i ) Administ ración local 109 marzo, abri l ,  mayo, junio 

y jul io de 2019 $5.261.646; ( ix) Lucro cesante por los rendimientos que los 

demandantes dejaron de percibi r por la pérdida de cl ientela ocasionada por 

el  t raslado de local comercial  hast a que lograron acreditar nuevamente el 

negocio por $20.000.000.  
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Y el a quo  condenó a las codemandadas recurrentes a pagar por concepto de 

daño emergente, ( i )  la suma de  $5.261.646 correspondiente a media cuota 

de administ ración del mes de marzo de 2019 y cuotas de administ ración de 

abri l  a jul io de 2019, a la propiedad horizontal Plaza 77 M all ;  ( i i ) por  

concepto de arrendamiento generado respect o al nuevo local por $8.100.000 

y (i i i )  por concepto de t raslado de aire acondicionado  $2.850.150, 

desest imando los demás conceptos reclamados.  

 

La parte codemandada  recurrente reprocha el reconocimiento de perjuicios 

señalando que (i ) el  hecho dañoso no exist ió ;  ( i i ) la parte actora no dejó de 

percibi r ganancias pues su establecimiento funcionó con normalidad;  ( i i i )  no 

se aportó prueba pericial  y ( iv) se objetó al juramento est imator io   

 

Y la parte demandante  reclama por la negativa de los demás perjuicios que 

pidió indicando que:  ( i ) el  juez de pr imer grado no tuvo en cuenta las 

pruebas documentales y los interrogatorios de Juan Pablo y Carlos Alberto 

Duque;  (i i )  no valoró que los demandados tenían solvencia f inanciera;  ( i i i )  

confunde el alcance de la indemnización del art ículo 522 del Código de 

Comercio sobre los gastos indispensables para la nueva instalación, porque  

la enumeración que trae el art ículo no  es taxat iva, debiendo inclui rse 

entonces los gastos de adecuación del  local al  cual  se t rasladó la academia  

y anal izando la clase de mejoras para determinar quién debía asumirlas; 

además, (iv) se omit ió la indexación del valor de la condena . También 

señala, al  parecer,  como contrargumento de la alzada de la parte 

codemandada, que no era necesaria la est imación pericial  de perjuicios.  

 

En primer lugar se pronunciará la Sala sobre el tema de la pericia que 

ambos recurrentes plantean, siendo pert inente señalar que el  art ículo 522 

del Código de Comercio que establece la est imación de perjuic ios mediante 

prueba pericial  en el caso de la inde mnización por incumplimiento del 

desahucio, se encuentra plenamente vigente, no siendo admisible la 

alegación de la parte demandante relat iva a su pérdida de vigencia por la 

procedencia de medios de prueba diversos y del juramento est imatorio 

establecidos en la legislación procesal civi l  actual;  lo que si  considera la 

Sala es que dicha est imación por peri tos es indispensable tratándose de 
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perjuicios que para su valoración requieren una labor especial izada, por no 

ser evidentes en otros medio de prueba, como ocurre por ejemplo con 

indemnizaciones por afectaciones a l  good wi l l ,  pérdida de cl ientela, pérdida 

de posicionamiento o prest igio en el  gremio,  entre otros,  que requieren un 

anál isis del mercado y de los detr imentos del comerciante;  no así para 

perjuicios que con claridad resulten acreditados con otros medios idóneos , 

bien sea documentales o de otro t ipo .  

 

Con la anterior expl icación se descarta entonces el reconocimiento del  lucro 

cesante aquí reclamado derivado de “ los rendimientos que los demandantes 

dejaron de percib i r  por  la pérd ida de c l iente la ocasionada por el  t raslado de local  

comercia l  hasta que lograron acred itar  nuevamente e l  negocio”  y que fue 

est imado en VEINTE MILLONES DE PESOS ($20.000.000), pues no se 

acreditó dicho perjuicio,  mucho menos con la idónea y necesaria prueba 

pericial  que exigía ese part icular detrimento, siendo insuf iciente el  

juramento est imatorio, que por demás fue objetado .  

 

En cuanto a los gastos en que incurrió la demandante en la adecuación de 

un nuevo local comercial ,  esto es, obra eléctr ica, metalmecánica, instalación 

de vidrios y drywall ,  así como la interventoría y administ ración de la obra ,  

comparte esta Sala las consideraciones del a quo  relat ivas a que, dadas las 

part icularidades de este caso, esos gastos no deben inclui rse en la 

indemnización,  porque fue la parte demandante la que decidió trasladarse a 

un local considerablemente más grande y que se encontraba sin acabados,  

no debiendo responder por el lo la parte demandada, máxime que no se 

acreditó en el plenario que la arrendataria hubiese buscado para t rasladarse 

un local simi lar a aquel del que fue desahuciada y que no lo hubiese logrado 

conseguir  y por el lo debió arrendar uno más gra nde y con necesidad de 

muchas adecuaciones; por el  contrar io, lo que sí se demostró, es que de 

t iempo atrás la academia estaba requir iendo un mayor espacio para su 

funcionamiento y, por el lo precisamente decidieron la arrendataria y su 

cónyuge,  construi r un mezanine en un local  aledaño con acceso desde el  

local objeto de controversia, con el f in de albergar más estudiantes, lo que 

denota que el t raslado a un local más grande fue por mejorar sus 

condiciones y no por una ci rcunstancia atribuible al desahucio.   
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El a quo reconoció la suma de $5.261.646 correspondiente a media cuota de 

administración del  mes de marzo de 2019 y cuotas de administ ración de abri l  

a jul io de 2019 del nuevo local comercial ,  así  como la suma de $8.100.000 

por concepto de arrendamiento generado respecto de ese nuevo local,  pero, 

por s imilares argumentos a los expl icados en el  párrafo precedente se 

considera inadecuado el reconocimiento de esas sumas,  porque aunque 

puede considerarse que se tratan de gastos de t raslado,  en este caso 

concreto, la necesidad de que el nuevo local comercial  se consiguiera con 

varios meses de ant icipación se deriva más del tamaño del mismo y de las 

grandes adecuaciones que por el lo requer ía, que del desahucio.  No 

descarta esta Sala que en determinados eventos pueda indemnizarse al  

arrendatario que debió incurri r en gastos al arrendar con antelación un 

nuevo local para su t raslado, pero el lo ocurri ría en eventos donde se 

demuestre, por ejemplo, que la oferta de locales en el sector era muy 

restringida y la única forma de asegurar uno nuevo era tomándolo con 

antelación o ci rcunstancias especiales no imputables al arrendatario, pero 

eso no es lo que pasó en el sub judice ,  quedando demostrado, se insis te,  

que fue deseo de la arrendataria y su cónyuge el t raslado para un local más 

grande, porque requerían más espacio desde t iempo atrás.   

Detál lese que en el interrogatorio de parte rendido por la señora CLAUDIA 

PATRICIA CANO GRANADOS, cuando el apoderado de la parte dema ndada 

le preguntó si  luego del desahucio le ofrecieron el local 119 de ese mismo 

Mall  Comercial  Suramericana donde está  ubicado el local objeto del contrato 

discut ido, di jo la interrogada “El loca l 119 era un local mucho más pequeño que 

en el que estábamos y nosotros in ic ia lmente queríamos tomar ese otro loca l para 

ampl iarnos, pero no nos servía para montar  la academia ahí porque era un loca l  

mucho más pequeño del que estábamos” ,  seguidamente cuando el mismo 

abogado le insist ió en si  le ofrecieron el aludido local di jo la deponente  “No 

me lo of rec ieron yo lo  busqué para ampl iarme junto con el  local  120”  y sobre la 

pregunta si  al  local 119 le hicieron modi f icaciones expresó :  “Sí señor,  nos 

habíamos ampliado ,  habíamos tomado el  mezanine de l segundo piso porque la 

señora Jenny nos iba a const rui r  también el  mezanine del  segundo piso de l loca l 

120”  y sobre las reformas di jo “ los unimos para ampliarnos en ese local (…) hice 

una invers ión de unir lo  y unir los dos locales para ampl iarme en el segundo piso y 
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perdimos toda esa invers ión porque en e l  pr imero no se podía porque estaba 

arrendado”  (Minuto  40 a  minuto  43  ar ch ivo  75 ) .   

El a quo  también reconoció la suma de $2.850.150 por concepto de traslado 

del ai re acondicionado, perjuicio que  aunque es el único que guarda relación 

di recta con el desahucio, no fue debidamente probado, téngase en cuenta 

que el  juramento est imatorio t iene la funci ón de ser prueba de los perjuicios 

cuando no es objetado, pero en este caso si  se objet ó,  s iendo necesaria 

prueba adicional a la af i rmación est imatoria para su reconocimiento;  

además, las dos (2) facturas arrimad as para sustentar el  aludido t raslado  y 

que mil i tan el archivo pdf 19, están incompletas, pues no se pueden leer de 

forma completa su contenido y no t ienen ningún detal le que permita 

ident i f icar que su concepto fue para t raslado del ai re acondicionado, como 

tampoco se acompañó prueba adicional  que si rviera para sustentar el lo,  

debiendo entonces desest imarse también dicho perjuicio.   

 

El apoderado de la parte demandante reprocha porque el a quo  no tuvo en 

cuenta las pruebas documentales y los test imonios de los señores Juan 

Pablo y Carlos Alberto Duque, pero eso no es cierto, porque la negativa de 

perjuicios por el  juez de primer grado y también en gran medida en esta 

sede, está relacionada en que no se evidencian como gastos indispensables 

para el t raslado y, si  bien es cierto, la l ista que el art ículo 522 del Código de 

Comercio reseña como gastos de t raslado no es taxat iva, la negativa no 

estuvo ni está relacionada con l imitación normativa, sino, se insiste porque 

se trata, en su mayoría,  de gastos derivados de la necesidad de ampliación 

del local que de t iempo atrás tenían la arrend ataria y su cónyuge.  

 

El reproche por fal ta de anál isis de las mejoras tampoco t iene acogida 

porque lo que establece el art ículo 522 plurimencionado, es el  

reconocimiento de mejoras necesarias que el arrendatario hubiere real izado 

en el local entregado  y aquí se pretenden son mejoras que instauró en el 

nuevo local al  que se t rasladó, lo que sumado a los argumentos adicionales 

que se han reiterado para su negativa, conl levan a que no prospere dicho 

reclamo.  

 



SENTENCIA 2da  INSTANCIA   M.C.O.P .     RAD.  05360  31  03 -002-2 02 0 -0 01 57 - 01         Pág ina  38  de  39  

El apoderado de la parte demandante tambi én reclama porque el a quo no 

valoró que los demandados tenían solvencia f inanciera;  pero esa 

ci rcunstancia no t iene relevancia en el  re conocimiento de los perjuicios, 

porque no se t rata de un argumento que hubiese ut i l izado el  juez de primer 

grado o en esta sede para denegar perjuic ios, máxime que tal  s i tuación t iene 

relevancia es de cara a la posibi l idad o no de real izar las adecuaciones para 

el nuevo restaurante, aspecto que fue decidido en favor de la parte 

demandante y en el cual si  se hizo referencia, en esta sede, a la capacidad 

económica del demandado.   

 

Los anteriores argumentos reúnen consideraciones suf icientes para 

despachar desfavorablemente los reparos de la parte demandante y los de 

la codemandada recurrente que no sal ieron avante , debiéndose conclui r  

que,  a pesar de la procedencia inicial  de apl icación del  art ículo 522 del  

Código de Comercio que establece la indemnización en favor del  

arrendatario cuando en el local que entregó el propietario no instala un 

establecimiento propio diferente al que funcionaba antes de la entrega,  al  no 

haberse acreditado debidamente los perjuicios y su relación con el  

desahucio, se impone revocar la sentencia de primera instancia para 

denegar las pretensiones de la demanda, en tanto la responsabi l idad civi l  

existe siempre y cuando coexista daño, el  que no se demostró en este caso 

como se detal ló. .  

 
COSTAS 

Condenar en costas de primera y segunda instancia esta instancia a la parte 

demandante de conformidad con lo establecido en el  art ículo 363 numeral 1 

del Código General del Proceso.  

 

 

En mérito de lo expuesto el TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL 

DE MEDELLÍN, SALA TERCERA DE DECISIÓN CIVIL  administ rando just icia 

en nombre de la Repúbl ica  de Colombia y por autoridad de la ley,  
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FALLA 

 
PRIMERO. REVOCAR la sentencia de primera instancia para en su lugar 

denegar las pretensiones de la demanda,  por lo expuesto en la parte motiva 

de esta providencia.   

 
SEGUNDO.  CONDENAR  en costas de primera y segunda instancia a la parte 

demandante.  Las agencias en derecho por  el  t rámite de la pr imera instancia 

serán f i jadas por el  a quo .   

 
En esta sede, como decisión del ponente ,  se f i ja un (1) salar io mínimo 

legal mensual vigente como agencias en derecho de segunda instancia.  

 
TERCERO  ORDENAR  que por secretaría se devuelva el expediente a l 

juzgado de origen, en f i rme esta decisión.  

 
Los Magistrados,  

 
(Firma escaneada exclusiva para decisiones de la Sala Tercera de Decisión Tribunal Superior de 

Medellín, conforme el artículo 105 del Código General del Proceso, en concordancia con las 
disposiciones de la Ley 2213 de 2022) 

JOSE GILDARDO RAMIREZ GIRALDO 

Magistrado 

Salvamento de voto (Se adjunta) 

 


